El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:
Auto – Niega recusación
Radicación Nro.: 
66001-31-03-005-2018-00091-01
Demandante:
Ramón Nicolás Guarín Mejía

Demandado:
Carlos Javier Castaño Marín

Proceso:                
Ejecutivo
Magistrada Ponente: 
Claudia María Arcila Ríos

TEMAS:
RECUSACIÓN / OBJETIVO DE LAS CAUSALES DE IMPEDIMENTO O RECUSACIÓN / PLEITO PENDIENTE / DENUNCIA PENAL O DISCIPLINARIA / DEBER DE PROBAR LOS HECHOS ALEGADOS.
Las causales de impedimento, también las de recusación, buscan que el proceso no se vea empañado por circunstancias que desdigan de la imparcialidad e independencia que deben acompañar al juez que de él conoce; su finalidad es la de evitar que se adopten decisiones cuando concurren motivos que puedan perturbar su ánimo sereno y la rectitud con la que debe administrar justicia. Por tal razón, se constituyen en una herramienta propicia para que el juez se separe de su conocimiento cuando se configure alguna de las causales previstas por el legislador para tal cosa.  

Esa imparcialidad es un principio de rango constitucional que busca la seguridad jurídica de las partes en las decisiones judiciales, separando del proceso al funcionario que vea afectado su criterio por cuestiones objetivas o subjetivas, bien por sí mismo mediante el impedimento, ora porque las partes lo recusen.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA
Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, octubre dieciocho (18) de dos mil dieciocho (2018)

Expediente 66001-31-03-005-2018-00091-01


Se pronuncia esta Sala en relación con la providencia del 24 de septiembre pasado, en la que decidió la señora Jueza Quinta Civil del Circuito de Pereira, no aceptar la recusación formulada por el demandado Carlos Javier Castaño Marín, quien actúa en su propio nombre por ser abogado titulado, en el proceso ejecutivo que en su contra instauró el señor Ramón Nicolás Guarín Mejía.  

ANTECEDENTES

1. El citado profesional recusó a la funcionaria que ha conocido de este proceso con apoyo en las causales 6ª y 7ª del artículo 141 del Código General del Proceso. Fundamentó la primera en el hecho de haber promovido acción de tutela contra la titular del despacho, con motivo de otro proceso ejecutivo, la que a pesar de que fue declarada improcedente por esta Sala, se encuentra actualmente en apelación ante la Corte Suprema de Justicia y luego será enviada a la Corte Constitucional para una eventual revisión. Para sustentar la segunda afirmó que aunque no se ha formulado denuncia penal o disciplinaria contra la funcionaria, las graves violaciones al debido proceso señaladas en la acción constitucional configuran el delito de prevaricato por acción.

2. Por auto del pasado 24 de septiembre se resolvió no aceptar la recusación porque el hecho de haberse instaurado acción de tutela en contra del juzgado a su cargo, respecto del proceso ejecutivo radicado al número 2015-00352, no configuran las causales invocadas, pues  “…en uno y otro caso esta operadora actúa única y exclusivamente en el desempeño de las funciones jurisdiccionales inherentes a su cargo y de manera alguna corresponden a litigios en que sea contraparte directa o a través de personas que tengan el grado de parentesco que estatuye la pluricitada norma”. Agregó que la tutela no afecta su imparcialidad, porque “…ese tipo de acciones contra los despachos judiciales son de cotidiana ocurrencia dada la función del juez como director del proceso….”. Por último, indicó que el recusante no allegó prueba alguna de haberle formulado denuncia penal o disciplinaria. 
CONSIDERACIONES
1. Le corresponde a la Sala determinar si se encuentran o no configuradas las causales de recusación que se le endilgan a la funcionaria que conoce de este asunto. 

2. Las causales de impedimento, también las de recusación, buscan que el proceso no se vea empañado por circunstancias que desdigan de la imparcialidad e independencia que deben acompañar al juez que de él conoce; su finalidad es la de evitar que se adopten decisiones cuando concurren motivos que puedan perturbar su ánimo sereno y la rectitud con la que debe administrar justicia. Por tal razón, se constituyen en una herramienta propicia para que el juez se separe de su conocimiento cuando se configure alguna de las causales previstas por el legislador para tal cosa.  

Esa imparcialidad es un principio de rango constitucional que busca la seguridad jurídica de las partes en las decisiones judiciales, separando del proceso al funcionario que vea afectado su criterio por cuestiones objetivas o subjetivas, bien por sí mismo mediante el impedimento, ora porque las partes lo recusen. Sea cual fuere la figura a utilizar, el objetivo principal es apartar del caso a la persona que va a definir el asunto; así lo ha expuesto la Corte Constitucional:
“En el universo jurídico y político se ha considerado tradicionalmente que la imparcialidad está suficientemente garantizada con la probidad y la independencia del juez, de manera que este no se incline intencionalmente para favorecer o perjudicar a alguno de los sujetos procesales, o hacia uno de los aspectos en debate, debiendo declararse impedido, o ser recusado, si se encuentra dentro de cualquiera de las causales previstas al efecto.” 
 

Precisamente de esa imparcialidad es la que se debe partir con el fin de buscar una recta administración de justicia, por lo que resulta necesario que la razón que se esgrime como causal de recusación esté prevista en la ley y, adicionalmente, que respecto de ella concurran todos los elementos que le son propios.

3. Invocó el demandado la causal de recusación la prevista en el numeral 6º del artículo  141 del Código General del Proceso, que como tal consagra la de “Existir pleito pendiente entre el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados en el numeral 3º, y cualquiera de las partes, su representante o apoderado”
Y considera que se configuró, porque frente a otro proceso del que conoce la misma funcionaria, instauró acción de tutela contra ella, la que fue resuelta en primera instancia, en la que se declaró improcedente; se encuentra pendiente la decisión en segunda y del trámite de revisión ante la Corte Constitucional.

Para esta Sala, contrario a lo que estima el demandado, el hecho que sirve de sustento a la recusación, no encuadra dentro de la causal que se analiza, pues de ser cierta la existencia de la acción de tutela que dice instauró, hecho que no probó pero que tampoco desconoció la funcionaria que conoce del proceso, aquella tiene como finalidad la protección de derechos fundamentales, mientras que este proceso tiene como objetivo la satisfacción de una suma de dinero que se dice adeuda el accionado.

De esa manera las cosas, del trámite de la tutela no puede predicarse la existencia de un “pleito” como al que se refiere la causal de recusación que se analiza. Por ello, puede decirse que en el asunto de naturaleza constitucional, no se ventiló un litigio entre la jueza que conoce de este proceso ejecutivo y el demandado.

En conclusión, no se configuró la causal de que se trata.
4. También se invocó como causal de recusación, la prevista en el numeral 7º del artículo 141 ya citado, que reza: “Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el denunciado se halle vinculado a la investigación”.

Comparte la Sala los argumentos plasmados en la providencia que se revisa para no aceptar la recusación de que se trata, porque como lo dijo el mismo recusante, no ha denunciado penalmente ni disciplinariamente a la funcionaria encargada del presente proceso, así, que la causal en comento no se haya estructurada.

Y en este apartado, considera la Sala llamar la atención del demandado, que sin siquiera formular denuncia penal contra la jueza que conoce de este proceso, la tilda de haber incurrido en prevaricato por acción, desconociendo así la obligación que le impone a las partes el numeral 4 del artículo 78 del Código General del Proceso, de abstenerse de usar expresiones injuriosas en sus escritos y  guardar el debido respeto al juez, lo que incluso hubiese justificado la devolución del respectivo escrito de acuerdo con los poderes disciplinarios conferidos al juez por el artículo 44 de la misma obra.

Y es que el citado abogado ha podido defender con vehemencia su criterio, mediante el empleo de un vocabulario decoroso, sin tener que acudir a expresiones contrarias a las más elementales reglas de cortesía y de respeto a la dignidad y majestad de la justicia, así considerara irregular o injusta la decisión por ella adoptada.

5. De acuerdo con lo anterior, se declararán infundadas las causales de recusación  formuladas por el demandado.

6. No se condenará al recusante al pago de la multa a que se refiere el artículo 147 del Código General del Proceso, porque no se advierte que quien la propuso haya actuado con temeridad o de mala fe.

De acuerdo con lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del  Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, 

RESUELVE

1º No aceptar la recusación formulada por el demandado, abogado Carlos Javier Castaño Marín, contra la señora Jueza Quinta Civil del Circuito de Pereira, en el proceso ejecutivo que en su contra instauró el señor Ramón Nicolás Guarín Mejía.  

2º No imponer multa al recusante.

3º En firme esta providencia, remítase el expediente al juzgado de origen.

Notifíquese,

La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Sentencia C-545 de 2008. MP: Dr. Nilson Pinilla Pinilla.
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